
Titaba enboniales

Remos tratado de laq relaciones histórica, t9nidai con
colombia por motivo de límites coIoniales.ii bión no en toda
su extensión, porque existe un estudio más serio, detallado y
erudito, que es el alegato presentado á España en el juicio de
arbitramento con el EcuiLdor.

Vamos á ocuparnos de las exigencias colombianas, pre-
sentarlas sintética y descarnadamente, compulsar sus prue-
bas 6 indicar Isa conclusiones A que llegam3s en ente n.sirnto
cuya importancia os manifiesta.

Colombia sostiene que la pertenece la zona comprendida A
ambos lodos del Putumayo y que descansa en el Amazonas
que representa la base. Esto es lo que dice ser suyo como lo
tenemos dicho al ocuparnos de las conferencias que precedie
ron it la Convención Tripartita cuando reclamó el Plenipo-
tenciario señor Galindo, para su país, corno mínimum da SUR

exigencias la extensión territorial siguiente: Decía, "De la bo-
ca del Apaporis en el Yapur6. 6 San Antonio de Leticia, y de
aquí, aguat arriba por la inórgen Izquierda 6 septantrional
del río hasta el punto que se designa como conveniente para
subir desde él, por en medio de Esa tierras altas que forman el
diviso aquorun entre las aguas que de uit lado van al Napo
y del otro al Putumayo, dejando, por nuestra parte, como
es de estricta justicia, ecuatoriano el Napo que atraviesa
por mitad su territorio, y es la única artd'ria. navegable de
la hermana República para Ir al Amazonas".

Esto juzga que debe pertenecerle por estricta justicia, así
como que por estricta justicia debo dejarse el Napo para al
Ecuador.
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Colombia cree guie sus derechos del lado del YapunS es-
tán apoyados por el tratado de Madrid, acordado entre Es.
paña y Portugal en 1750, y en el tratado de San Ildefonso.
Apoyada en efitosdosacuerdos lué que aquella República pro-
testé ante el Perú y Brazil, de la demarcación que de sus limi-
tes hicieron; pero nada más infundado, por no darle dichos
tratados un titulo justificable.

Efectivamente, el primer tratado, ti de Madrid, alaefialar
la frontera entre las posesiones portuguesas (Hrazil),y las es-
paflolas (Bolivia, Perú, Nueva Grauuada, etc.) diee, tomando
la línea sólo en la parte que nos interna: "Rajará la línea por
las aguas del Guapor4v Ma moré, ya unidos, hasta el paraje
situado en igual distancia del citado río Marañón 6 Amazo-
nas y de la boca del mismo Mamoré; y desde aquel paraje con
tinnarit por una Ilusa este-oeste hasta encontrar con el río
Yavarí hasta donde desemboca en e! .-trnazonan.seguirá aguas
abnjo de este río hasta la boca orcidental del río Yapará que
desngua Co él por la mflrgen septentrionat'.

Ento es lo acordado en el tratado. En el de San Ildefonso
(1,777) se reprnduc textualmente las estipulaciones que aca.
liamos d- indicnr; y continuando la línea de la hora occidental
del Vapurá, dice: "ContinuarA lis frontera auhieiiulo aguas
arriba do dicha boira occidental del Yapurá y por en medio de
este río, hasta aquel pauto an que puedan quedar cubiertos
los establecimientos portugueses de las orillas da dicho río
Yapurá y del Negro."

como se v4, la frojitera después de segnir por el Vayan,
penetra al Amazonas y elguiotudn el curso de las agitas VA
hasta la boca más 'urcidental del Vapuirá y suba por este rlo,al
cual tenemos derecho mu mérito de la rédula de 1802 linata el
Punto en que deja de ser uuavegalile.

Esos títulos no jiutttiílean 104 pretendidos derechos de Co-
lomhia pues lii línea ilemarc,uilura di.l tratado de Madrid,
reproducida cii el de San Ildefonso, lo quia separaba era las
provincias portuguesas, de bis espaüolas 6 sen el Brazil,colo.



nia del Portugal, de Bolivia, I'er* y Nueva Granada, colonias
de España. No indicaba los limites entre Nueva Granada y el
Perú, posesiones ambas españolas.

Lo que se vé es que la Unes sigue por el Yspurá, y no por
el Napo, que es la que pretende Colombia. ¿Cómo pu ede. pues,
fundares en los tratados citados que ni) señalan el t4apo, sino
el Vapurá como Hoea divisoria? ¿De dónde deduce Colombia
que el tratado de San Ildefonso le dA derecho de propiedad it
la zona que pretende, si más bien dice lo contrario, 6 a pa que
la línea corre por el Yapurát

La línea que signe el curso del Yaya rl basta el Amazonas,
no es objeto de nuestra tésis; ella toca A los límites con el Btu-
zil. Lo que es objeto del litigio es la línea del Yapará; y nada
podría resolverse en cuanto é en propiedad por los trataaos
de Madrid y de San Ildefonso, como acabamos de ver, hay que
apelará otros medios probatorios.

Veamos ahora que dicen las cédulas de creación de las an-
dienciasen cuanto A fronteras y como las interpreta, no el Fe.
ró, que podría tachársele de parcial, sino la misma Colombia,
opinión irrecusable.

Tres son las cédulas que debemos examinar: la de (un-
(ladón de la audiencia de Quito de 1563, la de erección del vi-
rrvinato de Santa Pé de 1717, y la de 1739 por la que se volvió
* restablecer ese virreinato suprimido en 1723.

Dice la primera: "La provincia de Quito, y por la costa
hacia la parte de lis ciudad de los Reyes basta el puerto de
Paita exclusive; y por tierra adentro basta Piura, Cajamar-

ca, Chachapoyas, Moyobamba y Motilones exclusive, inclu-
yendo hacia la parte susodicha los pueblos de Jaen, Vallado-
lid, Loja, Zamora, Cuenca, La Zarza y Guayaquil, con todos
los demás pueblos que estuvieren en ene comarcas y se pobla-
ren; y hacia la parto de loe pueblos de la Canela y Quijos, ten.
ga loe dichos pueblos con loe demás que se descubrieren; y por
la costa hacia Panamá hasta el puerto de la Buenaventura
lncltwive; y ¡a tierra adentro d Puto, Popayán, Cali, Buga,



Chapanchica y Guitrchidona, porque los demás lugares de Iii
gobernación de Popayán Ron dn la audiencia del Nuevo Reino
de Granada, con la cual, y con la tierra firme porte términos
por el Septentrión y con 1* de los Reyes por el Mediodía, te-
tiiniclo al Poniente la mar del Sur y al Levante provineiaa
ziiti no pacíficas ni deicuhinrtas."

Esta es la Óuic.t cédula que cM algún derecho, no fi Colom-
bia, Bino al Ecuador, al incluir en la audiencia de Quito loe te
rritorioa de Quijos y Canela, audiencia que en 3830 fornió la
república ecuatoriana, no pudiendo hoy en consecuencia invo-
car Colombia en su apoyo la cédula á que nos referimos.

La cédula del virreinato de Santa P6 seflal6 como territo-
¿ ¡o de su gobierno las provincias de Santa Fé, Nuevo Reino de
Granada, las de Cartagena, Santa María, Maracaybo, £ara-
vas, Antioquía, Guayanas, y esa de Quito, dice, "con todo lo
demás y términos que en ella lo comprende; y que res-
pecto de agregarse £ Santa P4 esa provincia de Quito le ex-
tinga y suprima, la Audiencia que reside en ella, etc."

Nada nuevo dice esta cédula para que Colombia se apoye
en ella. Se incorpora it eee virreinato la audiencia de Quito y
en tal virtud no puede alegarse claridad en los títulos; y miSa
que todo, separado el Ecuador en 1830 de Colombia, tenien-
do por territorio el mismo do la Audiencia de Quito, tué aque-
lla nación quien quedó con derecho para litigar sobre la pro.
piedad de Quijos, Canela y los demás territorio8 comprendidos
en la cédula de creación de la Audiencia de Quito, como acaba-
mos de manifeatar.

Por la cédula de 1740, pretende Colombia colindar con el
Perú. Dicha cédula lo único que comprueba es que habla una na-
ción que se tocaba con nosotros, y ella fué la antigua Colom-
bia, pero sólo hasta 1830. La línea señalada en esa cédula
parte de Tumbes, sigue por las serrani as y cumbres de los An-
des, la jurisdicción de Palta y Piura basta los 6 0 80' de lati'
tud Sur del Maraüón, y la tierra adentro, dejando al Perú'
Piura, Cajamarca, Chaebapoyas, Moyobamba, Motilones, y
por la cordillera .1 everos, atravesando 6 los 6° latitud Sur el
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Ucaynil, hasta dar con el Y avsrí, en su coiifluenca con el u-
rapí. De aquí no se comprueba, ni que la actual Colombia ven-
ga 4 lindar con nosotros en la zona que pretende, ni queés-
ta sea suya, porque liemos visto que los torrirorks litigiosos
nunca furitiaroii harte lt4 virre y nato de Santa Pé, sino cuan-
do se le agregó la audiencia de Quito.

Hay por medio un elemento que es preciso determinarlo
con precisión y del cual depende la solución del problema;
ea incógnita, ese elemento, son las pretensiones del Ecuador.

Por otra parte u'; es necesario esforzaruos. La cancillería
de Bogotá ha hecho declaraciones oficiales muy importantes.
]-,¡a nota pasada á nuestro Plenipotenciario en Bogotá en el
uño de 1886,con motivo de las reclamaciones por la fijación de
Iiiiiitets con el ftrazil, el ministro del ramo tefior Manuel J . de
Quijano, depua de citar la frontera que los separaba con el
iiiiperio, según la cédula que acabamos (le mencionar, la de
1740, decía: "Pero A petar de todo, los antiguos límites del
primitivo Virreinato del Perú con el Brexil, y los de estos con
los del nuevo Reino de Granada, quedaron en parte indefini-
dos por las inmensas selvas y desiertos que rndian;—eorno las
del Puturnayu, tapurá y Napa, decirnos nosotros—y como
los territorios de las antiguas auclieticios de Quito y Sants P4
de BogotA, constituye iido luego el Virreinato de Nueva Gra.
nada, quedaron, cotizo antes indefinidos, en parte con el mis-
mo Perú y Brazil..............

En otro párraFo, desi'u(s de indicar la línea que la erparu.
ba del Perú, línea que tiernos ya detallado, decía: "Como se
vé los límites del Virreinato de Nueva Granada quedaron ha-
cia el Oriente indefinidos en parte, ¡mes ¡a 06(1v/a real citada

usa de la frase tierra adentro.............
Declaración más importante no puede encontrarse; es la

misma Colombia quien se empeña en probar la oscuridad y la
deficiencia de los actos regios del monarca español, que deja-
ron los limites como ella dice, indefinidos hacia el Oriente, ui

decir hacia la zona hoy litigiosa entre el Perú y aquel país.
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Dejarnos, pues, establecido: 1. 1 que pare! estudio de las
e(dulau de fundaciones y creaciones de atiiliencias y virreina-
tos no se comprueba el derecho de Colombia y 2." que esto
mismo ha sido reconocido y eostonido oficialmente por Ja can.
eilJerfa de Bogotá, quien se ha empeñado en probar la deficien -
cia de aquellos documentos regios.



Tratado de 1829.

Hemos visto ya al ocuparnos de la historia de las relacio-
nes diplomáticas con Colombia, en el primer capitulo de este
trabajo, las causas y el desarrollo de la guerra que tuvimos
con ella. Tócanos ahora examinar con alguna detención tan-
to el convenio de Girón, suscrito á raíz del desastre del Porte-
te de Tarqul, como el tratado de paz firmado en Guayaquil el
22 de Setiembre de 1829.

En el convenio se acordó, entre otras cosas, que se nom-
brarla una comisión por los respectivos gobierno para arre-
glar loa límites de amboe países, sirviendo de base la división
política que tenían los virreinatos del Perú y Nueva Granada
en 1809, compronieti6ndoic st cederse pequeiias partes de terri-
torio para evitar los defectos de una mala demarcación. Tam-
bién se acordó que la misma comisión liquidaría la deuda que
reclamaba Colombia; y que en caso de desacuerdo, en cuento
4 la liquidación, sería un gobierno americano que como Arbi-
tro solucionaría el asunto. Se convino, además, en la deso-
cupación del territorio colombiano y de Guayaquil por las
tuerzas peruanas y la cesación del bloqueo que llevaba it cabo
la escuadra del Perú.

Late convenio no tiene valor elguno. Ante los más trivia-
les principios del derecho internacional para que un tratado,
pues tal lo era el acuerdo de Girón por las cláusulas que con-
ten ia,tenga tuerta obligatoria, se necesita ministros con pode-
res suficientes y aprobación expresa por los congresos de los
paises otorgantes. En el convenio de que nos ocupamos nada
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(le ésto hubo. Se hizo d raíz de tina derrota que no puso fin A
la guerra, y que aunque le hubiese puesto, sólo podría surtir
sus electos llená ndose las prevcripciones que impone el dere-
cho. ¿Qué autoridad 6 poder tetifaii los jefes que lo pactaron
para fijar lumas divisoriaM, adquirir colnutromi.4o8 para hacer-
se concosiones torritori-ti pfl que afectan fntimnahrb'nto á la inte-
gridad y soberanía nncional,para acordar arbitrajes en cuan-
to A la liquitlaeión de la deuda?.

Examinado el Convenio de Girón es un absurdo interna.
cional. Esto acuerdo no podía sn otra cosa que timia suspen-
ciómu de hostilidades en la zona que ovu l wl )a el ejército vencido,
6 si se quiere una capitulación, poro no podia Contener estipu-
laciones como las indicadas.

Por otra parte ¿con qué facultad se acordaba la desoeupn-
ciómi del territorio colombiano e» zona distinta 'le la del desaw
tre. ni mucho menos de Guayaquil y la cesación del bloqueo?
Lo miSa que pudo pactarte era el retiro del ejercito del Perú cmi
el terrritorlt, en que operaba en ese instante de la batalla, pero
no hacerlo extensivo ti zonas distintas que no estaban b alo el
dominio riel ejército vencido.

El resultado del convenio timé que no tuvo efecto
alguno, cuino no podía t.nerlc'; porque ni fuá ratificado en la
debida forim p a, iii puso fi,, iSla gunrrn, pues continuaron una
Nene de operaciones militares para la ocupación deGnayaquil,
lo que TIC) pudo Coh)CVWUirPe por metilo de las armas. Por eso
YCITIOS tJTJP i,minnclo Bolívar totitó el mando del ejército colom.
biano para operar sobre dicha plaza, propuso Al jefe peruano
el coronel don Miguel Beimavides, una snspensión de hostilida.
des para entrar en negociaciones. Bolívar no hubiese hecho
tales propuestas para liudar negociaciones, si el Convenio de
Girón hnbiese t pmuiilo significación alguna. El mismo Liber-
tador, impotente para continuar la guerra, y á quien, según
la afirmación del historiador ecuatoriano Cevallos, aunque
Sit estrella se presetmtstba en esos días en el punto más cul'
niinante de sus glorias, el destino le temufa condenado tu ps.
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derer y sufrir en la campaña sobre Guayaquil, envió un co-
misionado cd general Gaivai-ra, que había logrado apoderar-
se de la presidencia de la república del Perú por un movi-
miento revolucionario. para proponerle un arreglo que pu-
siese término por el mouuiento 6 las hostilidades, hasta que
el eoligreso , peruano decretase la par. 6 la guerra, proposi.
tióli 9.Zfl trajo corno coiispcuencia el armisticio de Guayaquil
di, 10 dejiilio tIc 1829. Si Colombia hubiese estado victoriosa
corno suele afirniarse por la parte contrario, ¿cómo se expli-
can las l) VOP 1I S$ ile Bolívar?

Las conscueiIcias ile lo anteriormente dic-ho ion lógicas y
sencillas; ni la guerra acabó en el combate de Tarqui, ni el
convenio de Girón le puso fin, por no significar nada para e1
li:islno Libertador, que, como liemos visto, se linsitó ti propo-
ner arreglos para salir de ¡icia situación que hería su orgullo y
'-clipsaba sus glorias, toda vez que la fortuna le icegaba un
laurel mAn, cual era el de vencer al Perú.

En este pelíi)dd. 'It' la guerra se nos ofrece ciii hcho de gran
trnsce,ideiieitt ucioral en defensa de nuestros derechos. El es la

revolución que germinó en Colombia contra el Libertador, en-
cabezada por 1cm generales doct Jc *é Macla Obando y don José

M. Córdova, Rl bizarro general ' Ir Ayacucho. ¿Ccciii era el ojo.
tivo de esto vi-helión? Ellos misuccos lo dijeron. " El primero. que

no podía permitir le la arnbkitSn de Don Simón Bolívar

ocasionara tanta Intranquilidad y situaciones tau inusoateni-
bIes, al extremo de hacer la guerra al Perú con cuya causa
aimpatir.aba. El segundo. 6 sea Ciirdnva. Icor iguales motivos
desde el momento en que, como decía, batuta leído el manifiesto

del republicano y virtucso La Mar. Sólo así se explica ante la
i9justicia de la guerra que hacía Bolívar, corno su compañero
de laureles y triunfos, su ministro, le lanzaba el reto de la gue-

rra. En vista de este acontecimiento político ¿podrá uiegarse
quieColoazibia pedía la devolución de Maynas yjaen sin dere-.
cito ni justicia alguna y que lis lucha empeñada obedecía A un
sentimiento personalista? Bolívar çuiando rigió los destinos.
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del Perú ¿no reconoció el dominio que tenínnios sobre las cita-
das provincias? A no haber sido gratuita la causa (le la gue-
rra ni Córdova ni Obando y seguramente mncbog otros pa-
triotas colombianos, de gloriosa historia. so hubieran alzado
en armas en los momentos de una lucha internacional.

Ahí tenemos para acabar ¿le convencer la prcn:laina del Ge-
neral La Mar expedida cuando se negó A ratificar el convenio
de Girón. Se vé que funda su negativa en que no puede coneen-
tiren que Colombia ataque it la Integridad territorial tratan-
do de apoderarse de territorios peruanos, como lo eran Jiten y
Maivas. ¿Si La Mar, elnillent3 republicano, 110 hubiese tenido
convicción de que lo que se perseguía era uiut conquista habría
dicho acaso que no podía ver indiferente usurpaciones territo-
riales? Evidentemente que nó. Por eso no sorprenden tanipoco
las cartas de Bolívar dirigidas al General Santander en las que
afirma que Mayna.s pertenece al Perú.

La consecuencia de los armisticios y propuestas fuá el tra-
tado de paz firmado ca Guayaquil. Los artículos pertinentes
al punto que estudiamos son: el 59, 6, 70 y 199. El 59 dice:
"Ambas partes reconocen por ¡finitos da sus respectivos terri-
torios los mismos que tenían nntes de su independencia los an-
tiguos virreituatos do Nueva Grnuaday el Perú, con las solas
variaciones que juzguen convenientes acordar entre al; ts cii yo
efecto se obligan desde ahora, á hacerse recíprocamente aque.
Das cesiones de pequeños territorios qua contribuyan ñ fijar la
línea divisoria de una manera más natural, exacta y capaz de
evitar competencias y disgustos entre las autoridades y habi-
tantes de las fronteras". El artiJulo 6-° dice: "A fin de obtener
este último resultado A la mayor brevedad posible, se ha con-
venido y conviene aquí expresamente, en que se nombrará y
constituirá por ambos gobiernos, una comisión compuesta de
dos individuos por cada República, que recorra, rectifique y fije
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la línea divisoria conforme 4 lo estipulado en el articulo ante-
rior. Esta comisión irA poniendo con acuerdo de sus Gobiernos
respectivos, á cada una de las partes en posesión de lo que lee
corresponda, A medida que vaya reconociendo y trazando di.
cha línea, comenzando desde el río Tumbes en el Océano Pacífi.
co". Bu el articulo 7.0 , se acuerda el plazo de seis meses con.
tatdos desde la ratiflcneióti del tratado, para que la comiHión
llena su cometido; y que en caso ile desacuerdo en algunos pun-
tos, se comnitiqite A los Gobiernos para que lo arreglen amisto-
eantn;ite. Por el 1°, se coiivieiia en someterá arbitraje de un
Gobierno amigo, las ' lit.bi que ocurran sobre la inteligencia
'la alguno de los artículos del tratado, si no se puede llegar A
un acuerdo pacifico entre las partes signatarias.

Quernnos aquí hacer notar las diferencias que ret.altan en-

tre la fórmulas del artículo 5. 1 y la que contiene el artículo 10,

tIul trittnclii celebrado en 1851 entre el Perú y Brazil. al conve-

nir en que el sit j possidetiu sea la base de demarcación: y las
que tienen la línea sefialeda cii el artículo 6 .0, que señala el río
Tumbes cii el Oc4iiio Pacífico, cuino punto de partida de la lí-
nea divisoria, y la trazada por Mosquera nl negociar la con
veuaclón que firmó en unión de Gitltleano

Esas diferencias consisten P i s lo siguiente: Al pactarme el
tratado en 1829, se fijó el principio de bis Ifutaites colonial pa en
toda u amplitud y se dió cabida A todob los títulos. No se
excluyó cédula, ni convenio alguno. Por eso al deteriniiaarse la
linea de demarcación cm l'°tener presente la cédula de
1802, porque ella forma parte di dichos títulos y porque en el
tintado iw se señaló línea precisa, sino que se indicó la base
que debía 1.marse poru fijarla ósea el utipossídetis. Y tan

exacto es t'8t4) que tesueulios el caso del tratudo ile 1851 con el
Brazil. Ahí se dijo: el principio es el uti possidctia, y este se en-
tiende en el sentido de que la línea de separación corra por el
Vayan, penetre al Amazonas y continúe por el Yapará. Esta
diferejicia que resalta entre ambas cláusulas Prueba luque sos-
tiene el Perú, de que el convenio de paz de 1829 sólo estable.
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ció el principio, pero no fijó lii línea del Marañón como se pre-
tende sostener; pues si se hubiese fijado, la redacción del citado
artículo 59 sería Feinejante al artículo 1.0 de la conveurión con
ti 

Brazil. Y esta afirmación es rudimentaria. Sólo el trntu'lo
rige; ion sus cláusulas donde se determina lo pactado y no lo
que se diga en las conferencias, donde gp puede decir liar parte
de los negociadores lo que se quiera y afirmar lo que les
plazca. Nada significaría para nosoti os que Larrea y L.oredn,
hubiese dicho que nuestros dominios debían extejideme hni't.a
las puertas de Quito.

La otra diferencia que resulta de comparar la elóusnla 6'
M tratado con la fórniula propuesta en 1822 pnr Mosquera,
nos conduce tazobien á afinnar que el pacto del 29 no selaló
línea precisa. Efectivamente en dicha cláusula se dice quP lo*
trabajos de la comisión principiarán en el rmoTurnbes. Por qué
no se siguió marcando la línea divisoria y solo se indicó el
punto de partido? Por qué no se hizo lo del artículo de la con-
vención Brasilera, fijar la demarcaci(n geográfica? Y ya que
esto no era posible por qué si Colombia, como se afirma, era
vencedora, no consiguió siquiera que aquí se adoptnra la fór-
mala de Mosquera?Si esta, en la que tan solo se decía que la lí-
nea era h# de Tumbes basta los lijiduros del Brasil no fué nccp-
tad'i ¿cómo podrá suponerse que recliazándose demarcación
que no irrogaba daño ponía despu&., al poco tiempo, aceptar-
se que el Marañón fuese la línea más natural?

Estas diferencias sólo se explican teniendo presente que
Jaén y Mamas eran peruanas; que como tales el Perú 110 P-
dia aceptar, ni permitir, sino después de verse impotente pira
defender sus derechos, que le fueran arrebatados; y que por e-
tas dos causas no podía suscribir pactos lesivos 6. su Integri-
dad como no los suscribió en el tratado de Guayaquil.

Si la línea tiene que ser la de los límites coloniales mar-
cados en las disposiciones de la Metrópoli; si entre estas dis-
posiciones está la cédula 'le 1802 en que funda el Perú sus de-
rechos; claro es que no puede excluirse dista desde que no se
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Ajó geográficamente la lfuea,ni se' xclutyó título elgono y toila

vez que debían tomarse en cOn8idPraCIóIi y darles el valor qu,
tuvieran it tactos los actos regios del ttionan'a español ex¡ iPili.

doM hasta 1810. Las excepciones no se presumen, ni se de.lui-
ccii; ellas deben constar, por su lirnida naturaleza de excela.
ción, de un rnp'lo expreso y terminante.

Esto e axioma elemental de la ciencia jurídica. Todo lo
restringido, lo que no significa amplitud en el ejercicio di' ¡iii
derecho tiene que especificaise elatrainente, porque de II) Cl)lltrI%-

rio hay que aplicar el principio generad de legislación. ¡le que
lo favorable, se presume, st. a unpl in, porque en la vida soclii 1
no hay razón pura privar A nadie de lo que le reporte )Wi1P11

vio; y más Itien lo que desfnvorezca, nqui1lc que sea iligralti) y

que ocasione perjuicio se restringe; de dotada resulta qus es ne-

cesario que se indique con rirecisióui que es lo que se prohibe 4
se impide hacer para evitar su renlizución. Si esto es innegable

ato puede dudaras que no se excluyó la cédula de 1802 1 porqu^

como lo tenemos dicho, ni se hizo la il€mureaclón que ilebis
hacerla la comisión, ti¡ se le excluyó A dicho acto regio de tau

modo expreso. Esto importa que se le dejó en pié y vigor para

que surta SUR etectos, pues al decir conforme al uti possideiis

se le incluyó irreine.liahlenaeatte; y al no ser exacto esto, coutsc
excepción que hubiera sido y como restricción al derecho del
Perú para exhibir todos sus titulas era indispen3alilo decirlo
expresamente, porque sino .lebe entenderse la cláusula tul co.
alio se estipuló con todos los efectos favorables que de ella re-

sulten para las partes contratantes.

Si se acordó que la línea divisoria fuera trazada con arre-
glo á los títulos coloniales, no puele afirmarse sin incurrir en

lamentable error, que puedan escogerse los títulos que conven-
gan y excluir aquellos que perjudiquen A una de las partes. Ni
se estipuló tal cosa, ni puede pernaitirse que así se Interprete el
articulo quinto. En el no se dijo que fueran tales eS cuales títu-
los los que deberían servir de base á la demarcación; se dijo



duramente los antiguos virreinatos del ¡'ení y Nuera Grnnn.
dio, 6 el utipos.sidctis de 1810, y con ello quedaron con efica-
«-ir, todos los títulos di-¡ )ionnivn Et. j'ufiul m-xpedidos hasta di-
cho año.

LR ignorancia de la ley, si era este cabo pudiera invocar-se,
eijudicat-fn no al Perú, [argüe no se eiiumerarou los títulos,
iI,u UUP se dijo que Felíail todos los sIliedidos hasta 1810, .y
orque 110 se excluyó la cédula de 1802 de un miiudo pnci'su.

Luego Millo era necesario exhibir los tltulns ni acordar el ti-a-
tiidu; sino so eliminó cédula ni disposición colonial alguna; si
br cleinaicación debía lmcenw después por la comisión que de-
USa 'uombi-aae; de dónde se d*dui-e que rio put de exhibir-se la
'diilu creadora de la Comar.darzcja General de M.tina p. ¿CA-
ato podrá decirse en terreno racional: puede preseraturel Perú
todos sus títulos menor, la citada cédula? La ignorancia al re-
dactar el articulo quinto y loe di-nilSs del trotado nfererutrs 4
línaites, donde no se iiivalldó aquel acto regio: ¿A quiÑi peiju
dita no is A Cokmbia?J'or qué se les dará una interpretación
tun niutojadiza ec,nrn la pretendida por el Ecuador al discutir
el alcance de las cláusulas del tratado dsI 29?

Y la redacción tal canto aparece se explica (le Ufl modo ra-
cional. Colombia no venció al Perú; todo lo contrario. La
canapaM emprendida por el mismo Bolívar sobre Gnayauil,
fué una serie de desastres y por eo hemos visto ya al habla r
del convenio de Girón como propuso el Libertador arrr,isf irlos
repetidor' hasta conseguir un arreglo de pez. Si no fué la espa-
da de Brerio la que redactó el tratado, sino la pluma de la jus-
ticia no pudo pactarse cesiones de territorloR como Mamas y
Jaen, netamente peruanos, que hubieran importado una con-
quista de Colombia.

En el artículo sexto, se convino, como tenemos dicho, el
nombramiento de comisionados por parte de ambos gobier-
nos para el trato de la línea. Tan sólo se fijó en el a uterior nr
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«culo el prinnipio, la base de dnliunitaeióii. En Al se dice que
la línea comenzará en nl río Tnnibe.i en el Pacifico y aquí so
detiene sin proseguir señalando la ruta. Y esto se hizo por-
que ella debía ser con arreglo al artículo quinto, 6 sea to-
mando coitio guía si tUi pinsidetis, para lo que era n.ienei;tl
que cada parte indicart como lo entendía y exhibiera Ini
títulos que justifica-sen sus pretensiones. Edo no
réplica. Y tan no la admite pl que esta fon la m ente dnl artícu-
lo, que A continuación se aCc)nIó .jii't en caso <le ulu.Ia q sP si)

meterían A los Gobierno ., para qua ¡km arreglaran atuuistfl,4,L-
mente. Luego se pnsieron hasta en el caso de qiti el Pnró r..-clti.
mara toda la zona que le tMrr.'.p-)nd'3 y 14 904 aquí, al tui, !'d-

der en las exigencias eolomnbiauua', resuiltitrati da-iavaIl?n,:i,t-t
que tenían que eliIniltir.46 4., un ni-) lo aitmisto-io. Al tl:cir, it.
un modo arnintosc. 6 liacífica, pru4b4se qua la con.lieióii cmi
que se encontraron los pleiiipoteticiarios dal Perí y Colombia
era no ¡a de vaneador nulo y la de vencido otro. Tal e )S* II')

explica ante la¡ terminantes dispniicione (141 trata lo. Ve-i.'-
dora Colombi.t, 6 enalquiera otra nación, en una guerra. u
redacta así un convenio, sino que de un mmli, predio li-ten
que al tratado de paz contenga la consagración expre'ia y ab-
solista de todas sus exiguncias. LÓgicaTnente punde afIrTn Ir.4
que el Per(s puede pretieittnr el tratado de 29 como una pruebi
mnásá su favor, corno que él contiene imoplícitament.e itt renuneis
que en armonía 4 Injusticia hizo Colombia de sus preteuuu4onev4
sobre Mnina4 y .Taeiz que gratuitamente quería arrebatar 6 la
república he u-rna na.

Si en el artículo sexto se acordó que los comisionados tra-
zaran lalínea con sujeción al utipossidetis;en tal virtud no fue
trazada geográficamente en el tratado. Debería fijarse en vista
de loe documentos; cada parte debería exhibir RUS pruebas; y si
e*ta es así no se explica por qué debiendo probarse un derecho
se habia de excluir una pruebay la más importante. Eso equi-
valdría al siguiente absurdo: que en un litigio sobre propiedad
se permitiera 4 uva de las partes que ofreciera pruebas, pero
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que se le prohibiera pnseiitar el instrumento público adqniM-
itc, de su derecho tle dominio. Tal cosa no pudo pensarse por

le N que lligocinroti la paz. En las lejdt.lacioiwn de los paises
civilizsdos se pel mite pieteiitar la pi in-ba instrumental en
cuniquier estado del juicio nr,b's de lit sentencia y aún despun
ante la autoridad revisora superior, porque el hecho que se ig-
ilore Ano se tenga, par de pronto el título ju '-tiflcativo,iso imlli_
c:e que pueda preseliturse instes que se prniiiizteiv un kilo que
quede con autoridad ¿le comajuzgada. Antes (le ente moiuieuti,
i.ioc-eclen las pruehai. auténtial5 de tal iiaturnleza. Por eso no
C14  mesa que pueda algumelitarse con razón diciendo que a( no
• xljibirse el uño de 1S29 la cédulu de 1802.por esa omisión per.
dio el Pei ú los derechos que por ella pudiera tener.

Pero todas las anteiiores consideraciones alegadas por las
parte'. qne tratan de desvirtuar dicha cédula no nigiiiftcaii
jinda. En el artículo diez y nueve se Convino en some-

ter á arbitraje todas las tlesareneneias y dudas en cuanto
al tratado; y por tanto será el Arbitro quien diga iii se excluyó
4 no la cédula, si se fijóó no lineaprecisa, si dicho acto regio de
1802 qnecreó la Goinatidancia General deMainas y la anexó
al Perú, fue 6 no de agregación territorial; y que en el caso de
que dicha cédula no tenga el alcance que pretendemos, fije los
limites como resulten de las antiguas cédulas que ya tene-
mos dicho son oscuras é inciertas.

0
0•

Se ha sostenido con ardor por parte del Ecuador que
el tratado fijó la deinarcn.ción riisidndo en que en una de
las coníerencias protocolizadas que precedieron A la
redacción de aquel, se dijo por el Plenipotenciario del Pu.
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ró, aeiSor Larrea y Loredo: "Igualmente observó (dicho pleni.
potenciario) que debiendo partir las operaciones de los comi-
sionados de la base etnblecida de que la Rusa divisoria de los
dos Estados, es la misma que regía cuando se nombraban vi -
rreinatos de Lima y Nueva Granada, antes de su independen-
cia, podían l)riuci pIa1e estas por el ría Tumbes, tomando des.
de él una diagonal hasta el Chinchipe y continuar con sus
aguas hasta el Marañón, que es el límite más natural y mar.
cedo entre los territorios de ambos y el mismo que señalan fo.
das las cartas geograficas antiguas y modernas."

En el alegato presentado el año 1889, al Rey de Espafia,
por larte del Perú, en el litigio ecuatoriano y que está ya pa-
ra terminar, se hace una brillante refutación del argumento
que se trata de deducir de la opinión de Larrea y l.nedo.

Ea racional y lógico estar á los principios sustentados en
el tratado, aunque en loe protocolos se diga algo que los des.
virtún. Esto es principio inobjetable, toda vez que lo que tiene
fuerza de ley son las disposiciones 6 artículos del tratado y no
lo que se diga en la discusión. Dicha afirmación por otra parO
te no es exacta. Por eso vemos en las primitivas discusiones
entre Mosquera y Galdeano, desechar este último la línea que
trazaba el enviado de Colombia, fundándose Galdeano en que
no se tenía conocimiento perfecto de los títulos coloniales y
que hacer una demarcación ajiriorística era exponerse 4 apar-
tarse del principio de los limites coloniales. Esta salvedad es
nn antecedente que prueba quono era exacto que se reputase el
Marañón corno el límite natural.

La declaración de Larrea y Loredo no fue la declaración
oficial que pueda traer consigo el reconocimiento de un dere-
cho, fué su simple opinión particular y asilo dice ¿1 claramen-
te al dar cuenta al Gobierno del Perú, de su comisión en las
conferencias de Guayaquil; dice: "adopté una fórmula vaga 6
indeterminada para abrircumpo ti nuevas discusiones"; luego,
al decir esto, supo bien el alcance que tenía el uti possidctis
pactado. Agrega—palabras textuales—!'más no obstante 58-
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tu razones, opino particularmente y ¡o tnqo ya dicho en
¡as expresndns conferencias . . ........ sería muy útil y conveniente
que me seflalen los límites" que señaló y que sabemos fuá la
línea del Marañón. Prosigue en otra parte de su coinnutica-
ción "sería muy chocante que en eita cte límites, en que tíni-
caruente hin esforzado las suyas. llu) 1109 ;n1T)1retJ!mos Cohl

igual nobleza y tleíerencia"—es decir que en viii opinión par-
ticular era conveniente iii línea del MurnñiSii. para manitM-
tamos generosos y tuada exigentes.

Loe hechos posteriores al tratadi, del 29 prnebsn tambiAn
dicho error.

Efectivamente, pasada la guarra. llevad,is las desavetien-
cia8 del campo de batalla al campo ele la diplomacia se vhS
cuan lejos estuvieron las dos naciones rontratatutee de darla
el alcance que boj' se pretende dar por Ecuador y Colombia á
la línea del protocolo, pues por uiva parto no se exigió, pasa-
'la la lucha, la línea inenciotiada, iii VO1VÍPDOn A agriuirse las
relaciones por cuestión límites, tollo ¡ti prueba que fuié
la guerra,t.an sólo una contienda personalista de la que se qui-
so aprovechar para arrebatarnos Maitias y Jaen.

Si la guerra hubiera tenido por ohj4o quitarnos Mamas
que ilegítimamente hubiéramos ret"nido en nuestro poder;
si hubiese sido, como se decía, u,, despojo realizado por el Pa-
r6; no por cieno se habría llevado las cases (s un terreno en
que la devolución incondicional de aquel gobierno y coman-
dancia habría sido lis única fórmula de conciliación y de paz.

Ni se hizo incapié sobre dominio do territorios pasada la
lucha, ni se tuvo exigencia inaplazable al respecto.

Compárese tal comportamiento con el seguido por la
misma Colombia en la guerra que tuvo con el Ecuador poco
tiempo después de la nuestra, en que no Cedió ni un palmo de
sus pretensione] á territorios que incorporó definitivamente

SOS dominios.
La luchado 1829 fue más personalista que de principios.

Es tan cierto esto que los plenIpotenciarios Galindo y Tauco, di.
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cenen el alegato que ya se conoce: "Por fortuna, los dos pus-
bios se quieren, como lo prueba el episodio mismo de la guerra
galana, que por ainipks rencillas de vanidad nacional se hi-
cieron en 1829, sri la que sobre el utrismo campo de batalla, se
abrazaron los lidiadores, que eran loe mismos vencedores de
Ayacucho y que ningún rastro dejó ni ha dejado en ¡os ana-
les de Ambos paises." Fue, pues, esta contienda, no por re-
<-tamos de derechos, sino por caprichos y orgullos personales.
Tan es así, que ti lii lucha con ¡as armas, rápida y precaria,
siguió la lucha con el folletín y la hoja volante en contra
de Bolívar, cuyce enemigos lo hostilizaron, con razón 6 sin
ella, no es de nuestra incumbencia examinarlo.

Hay quien afinna que en nuestra Uonstitrmci&n de 182680
incubó el microbio de la guerra del 29, ml ser derogada y al
fenrcer así la amplia autoridad del presidente vitalicio.

Si el tratado del 29 hubiese puesto fin A kcuestión lími.

tes como el incógnito protocolo Pedemontp no hubieran ee
guido las negociaciones y no se hubiese firmado el tratndo de
1832 con el Ecuador que en Muartículocatorce dice: "Mientras
se celebra un convenio sobre arreglo de límites entre los dos
Estados, se reconocerán y respetarán los actuales"— ¿Si todo
lo resolvió el trat.tdo del 29, cómo se suscribió este pacto por
el Ecuador mucho más exigente que Colombia en materia de
límites? Prueba mAs concluyente no puede encontrarse.

Tan no resolvió nada que en las conferencias Valdivieso
Leon se volvió á discutir sobre los límites; y que por haberse
exigido el cumnplimieutn. del tratado del 29 no al tenor de sus
disposiciones, sino A la interpretación caprichosa que se lo da-
ba, el PeriS para defenderse (le un acto de conquista estuvo
pronto A declarar la guerra.

Pero legalmente ya no hay nada que discutir sobre el tra-
tado del 29 en cuanto A la línea que se dice fijó. El tratado
que acabarnos do mencionar de 1832 ea un tratado vigente y
válido, pues fue sancionado por el Congreso del Ecuador y del
Perú y debidamente canjeado; y sien él se dijo en la cláusu-



-60—

la 14' "que mientras se celebra un convenIo sobre límites, etc."
se sostuvo claramente que no había nada convenido: y atii
en el caso que lo hubiera habido, dicha cláninla derog. 11 legal-
mente cualquier acuerdo; yen consecuencia, quedó sin efecto
la simple opinión de Larrea.

Ahora el alcance que tiene esta estpulación respecto A
Colombia es manifiesta. Si la regi&li miel Putumayo, Sucum-
bíos y Yapurá, formaron parte del Gobierno de Quijos, gún
se vé por las descripciones geogriftcas del Obispo Rangel y de
Campo Alegre; y si Quijos antes de 1802 formó parte del Ecua-
dor, toque se reconoció por la ley eol ' nnbiann de 1834, escla-
ro mue no tiene personería Coloiuuhia tiara reclamarnos terri-
torios que DOM pertenecen por la ré.lulmt de 1802.

Con las brilhinteti refutaciones liechiw por el doctor don
José Pardo en el alegato prese;mtumlo cmi 1889 en el litigio cena-
torlaimo, así como en el «le 189-1 del 'Itietor Viilaritn, es; las
comufereneias tripartitas, y con las últi-,maa recopilaciones del
notable publicista doctor Carlos Vie.e. el tratado mIel 29 quo.
da perfectamente determinado e» el valor que tiene.

0s.

Además del tratado do 1829. y de las conferencias pro-
tocolizadas de D. José de Larrea y l.iiredo y de O. Pedro (iunl,
se invoca un protocolo que se dire tirmu;ailo en Lima. en 11
de Agosto mIo 1830, entre el General Mosquera, Ministro H'-
miipotenciario de Colombia, y don Carlos Pedeznonte, Minis-
tro de Relaciones Exteriores del Perú; protocolo que tuvo por
objeto acordar las bases que debían mlan4e A los Comisionados
para demarcar los límnite,m entre amabas naciones. Se dice que
en él se convino que se ordenaría á 1a4 Comisiones que fija-
sen por limite el Marañón, en 8u curso, desde la boca del Tu;-

rati, Macará y Tumbes, dejr.ndo por resolverse únicamente si
el límite en Jaen, debía correr por el río Huancabamtia 6 por
el Chinchipe.
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Desde luego dicho protocolo, que no ha exittido ni existo
en el archivo del Ministerio de Relaciones Exteriores; que no
se le conuco en ntzestra Cancillería, no tiene por qué constituir
un titulo favorable á Colombia; porque su autenticidad no
está acreditada, ni podrá acreditares; documento que jamás
se ha invocado en las disputas sobre límites ¿le ambas Canci-
lleríaa lo que prueba que si hubo algo sería alguna conferen-
cia en que no se llegó á un acuerdo formal.

Dejando esto 5. un lado y suponiendo hipotéticamente que
sea real y efectiva la existencia del protocolo, no tendría tam-
poco valor.

Lo que se acorJó en ' lidio convenio no podía ser objeto de
un protocolo, sino de un tratado, como lo sería si existiese;
porque an i51 tic se estipuló únicamente el modo de ejecutarse
el tratado del 29, es decir, que no se fijó limites conforme al
utipossidetis, sitio que se hizo trasferencia (le dominios terri-
toriales lo que ciaría al protocolo Fedmonte-Moequera.el ca•
ráctar de un verdadero tratado público.

Efectivamente. Examinado bajo el punto de vista de las
pretensiones del Perú, ésto renunciaba gran parte de los terri-
t4níos niarcados en la cédula ¿le 1802, y bajo el punto de vista
¿14 los pretendidos derechos de Colombia nos cede el pacto la
región de Mainita situadmi al Sur del Maraikai. Para que este
convenio tuviera fuerza era indispensable la sanción legislati-
va por no bastar la situlile aprobación del Poder Ejecutivo
que tampoco existe en el presente caso. Que se pruebe que el
congreso peruano aprobó el protocolo y entonces no habrá
mida en discusión.

La autenticidad del pact.3 tampoco está acreditada; un
simple borradorno tiene valor alguno, e» necesario que Colom.
hin preseinteel título óconvenio con toilos los requisitos de-
de-recho.

Como ejecución di,¡ tratado del 29 tampoco puede surtir
•frcto. En el tratado se dijo que la línea debía ser la del uti
po.stsidctis de 1810, 6 los límites de los antiguos virreinatos
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M Peiti y Nueva Granada, antes de su Independencia. Pero la
iuuarcada en el protocolo no es ni la de los límites coloniales de
aquel año, ni siquiera la de las antiguas cédulas de creaciAnde
audiencias. Luego llegamos 4 la misma concluMión: st existe
el susodicho protocolo no lo es tal, sino rin tratado público
de demarcación de fronteras y para que pueda exigirse su cuin.
plisnieuto es preciso que se pruebe haberse llenado las formali-
dadesconstitucionales de ambos países para que pueda obligar
como ley internacional del Perú y Colombia. Ni efltre simples
particulares establecen vínculos jurídicos los contratos que no
se sujetan 4 las disposiciones y mandatos de la ley civil y que
para susu validez impone formas que garanticen la autenticidad
y veracidad de las obligaciones contraídas.

En nuestra legialcción, como en la de los países civilizados,
la traiderencia del dominio cuando pasa cierta entidad de-
be constar en instrumento público revestido de todas las so-
leninidades prescritas como garantía del derecho adquirido 6
contnito celebrado. Las transacciones, donaciones y muchos
otros actos de la vida civil sólo tienen valor si constan en la
forma legal respectiva. Y si esto pasa en las relaciones Indi-
viduales donde los iiatereMes que se ventilan por grandes que
sean no afectan la vida eoeial ni tienen la trascudencia que
revisten los actos de la vida de los pueblos, cómo rmdrít tra-
tándose de dos entidades jurídicas corno las de haB naciones
obligar ni vincular convenios que constaran 6 pudieran cone.
taren simples papeles (como lo es el protocolo Pedemoñt.e-
Mosquera) donde so hacen renuncias territoriales y detnarca.
ciones de fronteras, cuya P er:wtuidad hace quo revista este acto,
además del carácter de excepcional importanciu,el del ejercicio
más solemne de la libertad contractual yeolusraisía de un pue-
blo. Por eso Iti ley en sria sabias previsiones estableció corno
regla de vida internacional la celebración de tratados públi.
cos, acordados por ministros con poderes suticiejtes, aproba-
do« por el Jefe político de la nación, guardian inm pdiato de
los frieron soberanos, y finalmente la sanción del poder legisle.
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tivo como ley que es del Estad 1.o. os protocolos son los reglas

adjetivas; no son sino el modus uperandi cia lo expresa
mente acordado. Si se sale una línea de la estricta y rigurosa
ejecución del pacto, no tiene valor ni obliga en derecho y puió.
ifrse después invalidar lo que se hizo por un acuerdo sin fuerza
obligatoria, como sucede en la vida de los individuos que ¡me.
den reivindirar sus derechos lesionados indebidamente.

Aplicados estos principios generales de la eiencit jurídica
internacional al protocolo que tratamos, queda desvirtuado y
sin significación para el Perú. Si fue tratado no consta ni se
afirma por Colombia, que lo fijé tul, ni que se hizo en la forma
debida. Sifué simple protocolo, no pudo conteuer las cliSusu.
las que contiene, y en tul virtud Cité un tratado y como tal no
no tiene valor. Si no se apartó de ser un convenio para eje-
cutarel tratado del 29, no puedeiol porque nocoiwta
su autenticidad, ni la copia que se conoce tiene la aprobación
del Poder Ejecutivo como es de regla, y más que todo porque
con copias simples nada se hace. M48 Itién el protocolo que
pretende Colombia exhibir, es una prueba 'de valor histórico,
porque no lo tiene legal como lo tenemos examinado, que fu-
vorecería al Perú por dos motivos. Primero, porque prueba qne
el trntado da Guayaquil no fijó la línea de demarcación. Se.
¡cundo porque envuelve á la defensa contraria en una palmaria
contradicción. Si el protocolo fija la línea yen él se y . que se
diseuti6 su trazo, resulta con claridad meridiana qne el trata-
do no trazó lfnen, mino que fijó el principio de demarcacion,
que fn* el uti possidctis; que hizo indispensable nuevas nego-
ciaciones para dar cumplimiento A la demarcación acordada
bajo un punto rib vista general.

La contradicción proviene de lo anteriormente ilicho. Por
un ludo se sostiene que el convenio del 29 no dejó nada por
discutiree; que la demarcación se hizo con claridad; y por otra
parte se afirma que fué el protocolo quien trazó la línea y se
suscribió para ver el modo de cumplir el compromiso de deli-
mitar las fronteras.
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Por todas las reflexiones expuestas, llegamos & rica con-
• lflKión de lo más ingrata para nuestro contendiente. Ya sabe-
rizos que nada vale el protocolo, y sin embargo El Encargado
' le Negocios de Colombia señor Luis Tauco, en la nota por la
que reclamó sobre su exclusión de la colección de tratados del
l'p rú. publicada por el señor doctor Ricardo Aranda, dice así:
"En este protocolo está consignada toda la argumentación y

Y títulos de Colombia en su frontera con el Perú, etc..............
Delesizable es pues el apoyo que presenta en defensa deaue exi-
g€ncias.

Aquí podríamos devolver contra Colombia el argumento
Formulado por el Ecuador contra el Perú, al decir que caducó
los derechos que teníamos sobre Mainaa, al no haber presea-
lado en 1829 la cédula de 1802. Así podría decirse que el dere-
cho de Colombia se extinguió por no haber exhihidv durante
el trascurso de mús de setenta años, especial nieitteen las con-
ferencias tripartitas y gestiones de cancillería, el protocolo Po.
demonte—Mosquera. Que al no preisentarlo fue por ignorarse
su existencia y que esa ignorancia de la ley le peujudica. Pero
no creemos necesario entrar en estas discusiones forzadas que
no tienen resultado práctico apetecible.

Lo que si puede afirmarse ea que como no hay tal protoeo-
¡ono ha podido invocarse, como no se ha invocado, en ningu-
na discusión diplomática.

El mismo doctor Aníbal Galindo, notable personalidad ju-
rídica en materia de límites y uno de los mejores defensores de
las pretensiones de su Patria, Colombia, al siquiera mencionó
en su alegato presentado, en unión del señor flaco, en las
conferencias tripartitas de Lima al protocoló Pedemonte,
porque su ilustración en esas materias no le permitía invocar
mitos ,v títulos imaginarios.



Alegato de los plenipotencia-
rio. de Colombia en ini
con terencla. tripartitas.

Oculmnitos. ahora, del alegato que en 1 1,194 presentaron

108 pli'nipotaiiciarios doctores Galindo y Trinco, en Isa c"nfe-
rencias tripartitai habidos en Limo, entre el Ecuador. Perú y
Colonihia, alegato que ea Itt síntesis de la arguinentncióii co.

lombinita.
El ale'ato 1,iiecl.'encerrarse en estos tres puntos: 1.0 (k

lombia acepta lact'dula de 1802, pero niega su ali-ance: 2 9 re-
clama una ajilida al Amazonas (el Putumayo), fundándose en
que por hnlbtrse inmediata á dicho rio . ito huy porque negarle
su acceso iiatnrzil ni canal arnazóiiico: 30 niega al Ecu Hdor 1.1

ci preclil) -para disentir sólo con el Perú, la frontera norte de
ji uest ro país.	 -

Gran terreno tenemos ya garuado en nuestra litis con Co-
knnbia, ni; inirito del reconocimiento que, en el alegato (lelos
señores Galindo y Tunco, se hace de la famosa i&Inla, origen
de nuestros derecho.

Se dice así en dicho documento: "No se asocian 11)8 Moni'

liotenciarios colombianos t las alegaciones, mfus 6 menos
plausibles, con que los publicistas y negociadores ecuatorianos
repn'lian la eficaria y validez de aquella real providencia, al
saber que la códula fué derogada cii 1816, cuando el Rey de
España, conGrme á nuestras propias declaraciones, carecía va
do toda autoridad para gobernarnos; que fué obtenida por
.iubrepción; y que no fué cumplida pal- el Presidente de Quito,

quien tocaba su ejecución; su ejecución -agrega— correspon-
día exclusivamente, conforme ú la ley 10, título V libro 2 9 de
la Recopilución de Indias, al Virrey de Santa rc-, de quien de-
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p. nilín. n todo y mr lodo, corno cualquiera otra provincia.
iii 1 'rvçiilenj . i i i de Quito". Coser in (in 'Eti nuestro sentir, la .4-.
'iiiii de 1802, es 1 ini nut&uutkn como ,.firi;z .t válida; pero HO

ese el alcance juifilico que le 'lan los piillicistns y negc*4sdo-
i.s 'eruniios''.

'.qiivlla cAliila no Inó ¡ny de dru;ian•nció;i pcilítii •u y civil.
¿ do divisiiSu territorial eiitrp los Virievnatos d pi l'riíS y
'.,i u mesada ,sinii una simple providencia, por la c;ial.p.i ra alen-
clpr nl l,ieii espiritual de los almas. u los fiuses ele la vatequiiza-
eAn, nl mejor gobierno de las misiones, se twiiuiniba del Virrey-
isuito ele Santa P4 y se nelseril,f pt iii manilo ilmi l'e'ril. el gobier-
no temporal y In cornil iiduincin de la. ;iiislouie,u ile Maiiins''.

Se dice además que aunque algiin.s paajes ' le ella utpc.van
In. interpretsicióiu l mrulana, todo su C4)fltPXt4) la d pn,uenra co-
11141 un i simple providencia ad miiuist,rnt.i yn. Y encami iiuuln nl
mejor gobierno de los misiones. A i ilicaiido los plenipotencia
rina colombianos, la doctriirn del valor de lees set-os y ' mcii-
uiierutos coloniales, que dejamos expuesto al tratar .Ini peinci'
pio de los límites coloniales, deduct.n que en nada afeetó la c-
dula lii demarcación política y territorial, que fué ile agrega-
cieSa personal y no real;- y pie en consecuencia, una llrovidemu'
cia pcleaiiisticit III) pudo alterar los límites de las entonces co.
lonj as españolas, hoy países independientes.

tui interpretación de ella se encuentra, dicen, en la real cé.
dultCde 15 de febrero de 1779 -que no la copiamos para no ha-
cer JII6S extenso este trabajo,y que no es tal cédula sino oficio-
En esta se reconoce la necesidad de la creación y fiuiidaejórm de
un obispado en Mainae,con residencia del prelado en la capital
de dicha provincia que era la ciudad de Borja. Pero como para
la ejecución de esta idea había ohstfmculos, ce iré y lee en dicha
cédula, que aplaza la resolución basta que informe el Virrey
de Santa P6. Esta es la que explica, al sentir de Colombia, la
de 1802.

Si bien es cierto que para interpretar una dispociei6n 6 ley
solo vii el caso que su letra y espíritu no sean claras y t.erini-
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nantes,se debe apelar ¿tAUS fuentes,á los actos de donde nacie-
ron, á las discusiones, informes, etc., cuando todo ello forma
un cuerpo completo, cuando son algo así corno las premisas
de un silogismo que nos conducen fstal y necesariamente 4
;iiiit consecuencia lógica; no lo es tan cierto, ni es justamente
aceptable ante las regla, de la didáctica jurídica. aceptar ne

-tos 6 documentos nisilados, simples acuerdos, 6 solicitudes pa-
ra sacar conclusiones qué puedan presentarse con el caricter
de Inconclusas 4 inconnwviblex.

Y esto es lo que se ha hecho Al pretender fijar el alcance de

la cédula de 1802 con un oficio de fecha muy anterior, de
veiiititres sflos atrás, de 1779; oficio al cual le llamaron los
plenipotenciarios Galindo y Tanco, cflula, como lo hemos
visto ya en otro capítulo, disposición aislada, que prue-
ba mas bien la necesidad de dar una buena organización
(t la provincia de Maynas, no solo en lo eclesiástico, sino nile-
más en lo civil y político, por referirse A territorios que por ser
desconocidos en la ópnca de las demarcaciones territoriales de
las audiencias 6 virreinatos 6 presidencias. reclamaban la
atención del Monarca para las saludables reformas exigidas
seguramente con gran imperio por el abandono en que se en-
coiitrahnn en todo orden. Así vemos en dicho documento, y
esto confirma nuestras anteriores reflexiones, que se dice: que
la idea de creación de un Obispado "será solo adaptable po-
niendo un obispo que tenga en residencia en la ciudad de Bor-
ja capital de Maman, pues siendo misiones viras y en monta-
ñas que no se conocían antes dp Ja cncci6n de los obispadoF de
Trujillo y de Quito, etc".

Ese oficio prueba mas bien lo urgente que era que en esa
sección territorial cayera la mono de la administración en el
orden espiritual como en el civil y político, para dar una orga-
nización estable y beneficiosa; es decir que no podía retardarse
la creación del Gobierno y Comandancia General de Mamas,
la cual creada se incorporé al Virreinato del Perú.

¿un simple proyecto que recién se inicia, como el contenido



- 68 -

en el oficio que coineiitnjnos, proyecto en ci cual todo ea em-
brionario y confuso, donde no se buce tnSa que expciner una
idea, podrá desvirtuitr, invalidar, destruir una real providen.
cia, la cédula de 1802, consecuencia iiecesai'ia de nita lnra
un ni it ación y de UI) volunii itoso expediente?

Vernos, á todas luces qn.. es itincajutable la interlireta.
ción colo:nhiaiia;que el alcance jurídico de la cédula dr 1802
fijé 'le segregación de una, provincia civil y política de una
colonia y de agregación reul A otra; y que reitoiiiueiéuidose vA'
litIo y eficaz dicho acto ttgio por la parte contraria, reconoci.
inmuto que nos revela de prueba, y no pudiendo destru;irse el
verdadero alcance que él tiene, queda ca tola su (ujerzIb
y valor la cédula de 1802, para apoyar uiuestrss di'reclio '. iii.
cuestionables, los cuales no deben ser desconocidos, porque en
15 de febrero de 1779 el ministro dA la Corona Gálvez, se di-
rija por medio de UI) oficio al Virrey ile Santa Fé, pidiÇ-ui.loln
informe sobre la conveniencia 6 inconveniencia de UIt obispad.
en Maiivas, y que nada prueba, ni nada dice, ni nada ,itaiuujs
ti no ser que so emita informe.

Se ha alegado que también interpreta la cédula ¡le 1802
un documento quo se le llama de "inconcuso valor histórico y
moral que prueba—al decir de los plenipotenciarios colnutl,ia-
nos—la buena fé de esta interpretación" (la de Col mhia). Di-
cho documento consiste e" una denegación del teniente gober-
nador de Pasto, de la provincia de Popayán, para entregar al
funcionario peruano la posesión que fu6 A tomar de la misión
alta del Putumayo.

En el documento se dice que la real cédula se contrae al
rttginien espiritual del obispado de Mamas, sin tocar en nado
lajurisdicción temporal, real y secular 'le Sucumbios, Aguan.
coy pueblos de la misión alta del Putumayo, sujetos en lo
temporal al Gobierno de Popayán.

En la defensa, Colombia cree de inestimable valor esta de-
negación porque proviene de nc siIn?le teniente gobernador.
el cual solo podía negarse 4 cumplirla porque era palmaria la
inteligencia de la cédula. Pues bien; nosotros creernos que cabal.
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mente no significa nada, ni tiene importancia un documento, co-
mo el (101 tnnieiite de Poñto. Re-iervado estuvo á un teniente go-
bernador dar la verdadera interpretación do la cédula, en
1816, fechii del documento, y que esta interpretación valga y
está sobro la que dieron Don Pedro Meiidinueta, Virrey de
Santa Fé en 1803. el Virrey Avilés del Perú, el Barón (le Ca-
roud plet-, Presidente de la Audiencia de Quito, el Marques de la
Concordia, el Fiscal cia aquella Audiencia, el Gobernador de
Mamas, Don Diego Calvo. Pues la interpretación duda por ro.
dos los funciouiarioa indicados y por atros muchos ináa, no fiié
otra cosa que una alucinación que vino it disipar el Teniente
Gooernudor de Pasto, temeroso sitj duda dono encontrar otro
pues4o P11 que ejercer autoridad. A él estuvo reservado ver con
,náa claridad y no sufrir error como los virn?yes, presidentes,
fiscales y gobernadores y haista alguaciles. Hay 9W) rechazar-
lo todo y prestar fé 5 la humilde persona del Gobernador de
Pasto.

Coloiiibia nos bit ofrecido, pues,una pruirlia Illenísima por
boca ' le sus mi u isvr.14 del alcance j nrtdico do la i.lula al ex-
;'lictsr lit cuiutluta del Tenien te do l'usto. Dicha cond ncta
nos revela qilu se estaba cuiziplitiitlo y cumplió la ciiltiIii
y que con ella se exigió al predicho teniente que cesase
en 8u3 funciones, no eclesiásticas, pues no era obispo, cu-
ra, misionero 6 patrón, sinojefe político. Se le pedía que
dejase el mando que iba á ejercerlo el comi8ionado del Perú. Y
si esta afirmación 6 apreciación no ea exacta, de8eariaiuios
que so nos probase que el pobre teniente decía misa y cuidaba
de la vida espiritual de sus feligreses del Putumayo, encami-
nándolos al bien eterno.

So quiere encontrar gran 8eflIejana y hasta igualdad en-
tre la cédula de 1802 y la que motivó el largo litigio de liad-
tea entre Venezuela y la misma Colombia, sobre territorios
en el Orinoco, en la (ioaglra yen las nuárgenes del Tachira y
cuyo tallo arbitral rué favorable 4 la última nación.
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Al respecto bástanoe copiar los siguientes párrafos del bri.
llante alegato presentado en las conferencias tripartitas por
el Dr. Luis F. Vil¡ arún. Dicen así: "No existe igualdnd sino dife-
rencia profunda, entre la cédula de 1802 y la de 5 de mayo de
1768, relativa A las misiones del Orinoco. El comandante de
osas misiones, don José Jt;irringa 1 al morir, dispuso que laco-
mandancia que ejErcía quedase A cargo del Gobernador y Co-
mandante de Guayana, y la ni pnciosunda cédula aprobó esta
disposición ea los siguientes términos: "He, conformándome
"con estadisposicióit y ballandoconvenlenteá mi realeervicio,
"que subsista invariable han..i mi nueva dispnnieión. laexpre.
"r'ada agregación al Gobernador y Comandante de Gua-
"yana, como más inmediato á los citados pal-sjes y que, por
"lo mismo, basta ahora, ha estado encargado de la escoltu
"destinada á las misiones de éstas, (le suerte que quede rcuni•
"Jo en aquel manejo (siempre con subordinación A la Capita.-
"ata General) el todo de la referida provincia, cuyos terrenos
"son por el Setcntrión el bujo Orinoco. lindero meridional de
"las provincia! de Cumaná y Venezuela; por el Occidente el
.'alto Orinoco, el Casii 1 uari y & río Negro; por el Mediodía el
"río Amazonas; y por el Oriente, el océano Atlántico."

"Debe tomaras nota de tres circunstancias que concurren
ea esta cédula: 1 0 En la fecha de la cédula, tanto la ctnciaii-
dancia de misiones como el gobernador de Guayana eran de-
pendencia de una sola entidad: el Virreinato de Santa Fé. Así
ea, que esa cédula no afectó en lo menor la autoridad civil y
política di- ese Virreinato, y no fn,S, por lo mismo, de división
territorial: 2' Bu la e<-dula, el soberano tuvo especial cuida-
do de expresar los límites de la provincia de Guayana,y al ha-
cer esa demarcación no eomnprenilió en ella el territorio de las
misiones, sino simplemente el de dicha provincia. Esto re-
vela que el soberano quiso evitar toda confusión de linderos
toda duda respecto de lo que era y debía continuar siendo la
provincia de Guayana, no obstante la. agregación A suGobier.
nodo la comandancia de las misiones. l,a «'dula, pues, con
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respecto it la provincia de Guayana, no contenía, según la vo-
luntad del soberano, inodificución de fronteras: 3' El pobo-
i-ano dió su aprobación al encargo hecho por tturrioga,con la
reserva "hasta nueva disposición mía"; luego no cambiaba
liu p ileros, porque esto no es conciliable con esa calidad de tran.
sit.orizt de la utiedida".

"iJe to' lo esto se deduce que la cédula de misiones del Ori-
noco no fué ile división territorial, y así lo resolvió el árbitro,
sin embargo de que uninda de laeqnidad que le permitía el
protocolo de 1886 (que lué rl que arregló el arbitraje entre
Venezuela y Colombia) dejó A Venezuela una pequofla parte
del territorio materia de la cédula. En la.de 1802 concurren
circunstancias absolutamente contrarias á las anotada p. Las
circunstancias, objeto de la segregación y agregación, corres-

1) 0111(1% á diw autoridades ilistintts, los dos Virreinatos; y, en
consecuencia, se menoscababa el poder civil y político del uno
en lo mismo que se ampliaba el del otro. En esa cédula, lejos
de seininr los límites que entonces teu(a el Virreinato del Perú,
me determinó<losdebía tener A mérito de la agregación.
Estas segregación y agregación, tuvieron el carikter do por-

muianentes''.
"Después de esta rápida comparación, no se puede, Rin ce-

rrar los ojos A la evidencia, encontrar analogía entre los des
actos regios, ni dejar de convenir en que el alcance del uno es
muy diverso del otro".

Estos ptrrafos debarataa y dejan sin fuerza lit argumen-
tación colombiana, para desvirtuar el alcance jurídico de la

cédula de 1802.
*'e

El segundo punto que comprendo el alegato que venimos
estudiando, es el de que Colombia, por derecho natural debe
ser ribereña del Amazonas, acceso necesario para comunicarse
con el resto del inundo civilizado las poblaciones del Sur de
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dicha nación. No negruuas la gran iinp3rtalleia que tiene para
todo país encontrar ui.lio ele cornuniciwióu; fáciles p:ra (toil
el resto del inundo. Esto es inneg4lile; pero do la importancia
6 necesidad que tenga Golorn',ia (le p°- d.3cenuler por el Pu-
Iiiruayo al Amaona4. no se dliice que esto coiistitiiva título
6 razón jurídica snfi.ienee ptra adquirir el dominio. No es ele
derecho natural este modo de r,Iniocinar, ni siquiera aeptahle
en buena lógica y tranquila discusión diploruítica. Si el Perú
por estrechar sus vínculos, por confundir smi un eterno abrazo
la fraternidad de ambos pueblos, renunciurii á sus derechos y
dejara que Colombia piiwla tener acceso md Amnazc,uas, seria
puramente par un espíritu altamente altruista. Pero es in-
aceptable que eecueaqu porque se tiene necesiiled de algo, esa
necesidad sea tftoto iuiobjetablo para acea.ler *% d 'trna olas des-
nudas de vestime.it.a jurídica.

Por derecho natural sabemos quo no basta para adquirir
el dominio lis apremiante necesid,il. SI día que tuviera fuerza
tal doct rina, sea en el orden privado 6 ea las relaciones de los
pueblos, todo vendría por el suelo, y toda sería desequilibrio
y caos.

Hay, pues, que descender 6 otro terreno: al terreno del de-
recho. No se trata de cosas sin dueño, res nullius, en cuyo ca-
so no sería el titulo la necesidad, sino la ocupación, como pre-
cursora <¡el dominio pléno. Pero ya sabemos que el principio
dolos límites coloniales, ha puesto á cubierto de atropellos
el dominio y posesión territorial del suelo de los países latino
americanos.

Si tal idea fuera jurídicamente aceptable, oigo más, si al-
guna vez, se le hubiera dado valor de cualquier clase, Bolivia,
bien podría haber reclamado, no un simple acesio 6 un río
más 6 menos caudaloso, sino la salida al oano en cuyas on-
das vienen los gérmenes y los impulsos del progreso, y cuyas
tormentas son impotentes para que la veloz nave, creación
maravillosa del genio humano, arroje en las playas de las na-
ciones las conquistas de lis civilización. Bolivia tiempo há que
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hubiese invocado su aislamiento ¿ incomunicación con el resto
del mundo. Pero conocedora de que no se podían hacer recla-
maciones gratuitas, nunca ha pretendido tener un puerto ma-
rítimo, sino en mrito de la concesión que se le haga por me-
dio de un tratado.

Por otra parte, Colombia se reputa ribereña del Amazo.
nos; pero precisamente este es el punto delti controversia,))ues
tiene que probar tal afirmación, porque negamos nosotros el
dominio que pretende adquirir sobra el Putumayo y Caquetá.
Hay aquí un círculo vicioso, porque para reputarse rihere-
¡la en el canal amazónico se llama dueño de los citados ríos, y
parajustiflear su pretendido dominio sobre aquellos invoca el
hecho de su vecindad con el Amazonas, cayendo así por su ba-
se toda la argumentación colombiana. De los mismos térmi-
nos de la reclamación planteada por 108 señoree Galindo y
Tauco se desprende la conclusión á que llegamos.

e'e
Estando Colombia escasa de pruebas y títulos con que

aparejar sus pretensiones al Putumayo y Parajes adyacentes,
apeló, con no mayor ventura y éxito, A negar al Ecuador su
personería y á reputar como título colombiano y no ecuato-
riano, la real cédula de creación de la Audiencia de Quito, pa-
ra deducir: 6 de que ella sólo debo ventilarla cuestión límites
eit la zona reclamada 6 por lo menos en común entre ambos
con el Perú.

Esta cuestión es el tercer punto que abarca la memoria 6
alegato que venimos estudiando.

En PI se ha dicho que el Ecuador, en su existencia colo-
nial no fué una entidad perceptibll, corno los virreinatos
ni autonómica, pues primero no era sino una dependencia del
Perú, pasnndo despsms fi, serlo de Nueva Granada. Que el
Ecuador sufre error histórico y juríco sobre los orígenes de su
nacionalidad, creyendo que la constituyen las provincias me-
ridionales de Nueva Granada, que componían el distrito judi-
dial de la presidencia de Quito. Que su dependencia era tau
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absoluta del Virrey da Santa Fé, que para loa asuntos más pe-
pieflos 4 ínfimos pedía la venia de aquél. Que sus constit,u.
ciones políticas hasta 1830, en que st' separó de Colom hia, no
le mencionan siquiera. Que su reconocimiento como nación
independiente hizo necesario un decreto de la Convención para
ser tenida como tal; y que su territorio y sus limites no los de.
terminaba el uti possidetis. sino los tratados de arnidaul, lí-
mites, comercio y navegación, y que por tal razón, el decreto
de reconocimiento y los tratados de 1832 y 1856, sobre los
puntos de partida de la tan troversia.

No puede negarse que el Ecuador, reino independiente en
los tiempos Incaicos, audiencia en la 4poca colonial, y repúbli-
ca hoy, fue en aquel segundo período, cuando era dependencia
española, una entidad distinta, un gobierno político y militar
separado, el cual después formó parte de Colombia, 4 la par
que Ven pzuela. De ahí no pueden hacerse las deducciones co-
lombianas de que no eo el uti possidetis el que determina sus
limites, sino los actos y tratados celebrados entro ambas na-
ciones al adquirir vida autónoma.

Obedece esto 6. la necesidad de desconocer los titule ecua-
torianos que descansan en la c&iiila de creación de la Audien-
cia de Quito.

Jamás podrá Colombia negarle al Ecuador, su persone-
ría como entidad colonial, que si no era do la importancia de
un virreinato, no por eso dejaba de constituir un gobierno po..
lítico. Es 6. todas luces innegable su aut.onornma colonial, como
presidencia, dentro del régimen de la Metrópoli.

Al separarse de la antigua Colombia ¿qué territorio debe-.
ría tener: el que quisiera dársele 6 el que resultara pertenecer.
le conforme 6. los límiÑs coloniales? Si fuá entidad autonómi-
ca antes de su incorporación al virreinato de Santa Fé, es pre.
&iso aceptar que al separarse de éste, su territorio debe ser el
minino que tuvo auu Les de dicba agregación.

Puede el Ecuador invocar, por consiguiente, los límites co-
loniales y apoyarsa en ellos para reclamar lo que crea que le
pertenece por derecho.
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Veamos ahora ej tiene 6 n6 peraonerfa el Ecuador para in
tiervenir el sólo en el litigio sobre Loa territ 'nos en disputa 01)11

el Perú.
Si estamos al uti pose idetis es inobjetable su título: es el

personero legal y jurídico en nuestra controversia de límita,
porque la cédula de creación de la, Anuencia de Quito, le d& tal
derecho por haberla adjudicado Quijos y Canela y demás pat.
bIos que se descubrieren y poblaren.

Si Colombia no reconoce en fin p litigios con el Ecuador el
utiptssidetis. h'iy que examinar 104 títulos que tiene en virtud
de los tratados celebrados con Colombia, al separaras en 1830,
para formar una nación libre y soberana,y que son Loa ya men-
cionados de 1832 y 18.56. Veamos lo que de ellos se deduce.

La Convención de Colombia autorizó & Ejecutivo por de-
creto de 10 de febrero de 1832 pata reconocer por medio de un
tratado al Estado formado al sur de Colombia, compuesto-
dice el decreto —de los departamentos del Ecuador, Guayaquil
y Azuay, con los límites que tenían el aiio de 1880, fijados por
ley de 25 de junio de 1824, sobre división territorial.

El tratado as celebró en la ciudad de Pasto en 8 de dicietu-
bre de 1832, cuyo artículo 20 dijo: "Art. 29 Los límlta entre
los Estados de Nueva Granada y del Ecuador, serán los que,
conforme Ala ley de Colombia de 25 de junio de 1824, separa-
han las provincias del antiguo departamento de Cauca,
del Ecuador, quedando, por consiguiente, incorporadas it la
Nneva Granada las provinciwi ile Pasto y Enenaventura, y al
Ecuador los pueblos que etitán al sur del río Carchi, línea fija-
da poro¡ artículo 22 de la expresada ley futre las provincias
de Pasto 4 Imbabura."

En el tratado do 1856; se dijo en el articulo 22: "Mientras
que por una Convención especial se arregla de la mannra que
mejor parezca la demarcación de límites territoriales entre las
do. Repúblicas, ellas continúan reconociéndose mutuamente
loe mismos que conforme A la ley colombiana de 25dejunio de
1824, separaba los antiguos departamentos del Cauca y del
Ecuador. Quedan igualmente comprometidos A prestarse con.
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poraci6n  mutua para conservar la integridad del territorio de
la antigua República de Colombia, que & cada uno, de ellas per
ten ece."

Vemos que tanto el tratado del 82, como el dei 86, seña-
lan por limites del Ecuador y Colombia, los pie dntermia la
ley colombiana de 25 de Junio de 1824. Esta en su articulo 11
dice: Il Los cantonee de que se compone la provincia de Pichin.
cha, son: 1.0 Quito, 2.° Machachi. 30 Latacunga, 49 Quijos y
59 Esmeralda." - Aqui no se señalaron los limites que separa-
ban un departamento de otro, así es que quidaroui indecisos
los linderos. Pero según esta ley, Quijo* iieddjodicaba al Ecija.
olor; y el cantón &te de Q u U os, coinprendlalae regiones di] Pu.
trimayo.Sucumblosy tapuró, segón las decripcionesgcogns.
ficas de Campo Alegre y do Rangel, begúu lo tenemos dicho ya
en otra parte de este trabajo.

En la correspondiente real cédula dula por el monar-
ca español al fundar las audiencias, se señaló Pasto como el
punto hasta donde alcanzaba la jurisdicción de la Audinneia
de Santa P6, Jaque nunca tuvo tanta extensión, que abarcase
la zona pretendida hoy por Colombia ó sea hasta las mdrge.
nes del Napo.

La consecuencia que Be saca de dicha ley de junio de 1824,
es: que si no fijó limites precisos, laona en cuestión se ad-
judicó al Ecuador; aunque tal adjudicación fué por demás
gratuita, pues ella pertenecía ya & Pértí. Si por la ley se dejó
Quijos y Mamas al Ecuador y por la cédula da creación de la
Audiencia de Santa P4, el dominio de Colombia tan sólo se ex-
tendía hasta Pasto. ¿cómo puede esto último reclamar la zona
del Napoy Putumayo?Si porlos títulos coloniales y por loe t.ra.-
tados celebrados después de su indeendencia no le pertiiecen
loe territorios en cuestión ¿con qué personería demanda un
derecho de que carece? Por otra parte & separarse el
dor, que formó en la época colonial la Audiencia de 'Quito,
debla tener el mismo territorio que tuvo como colonia d3 g.
peña, 6 sea el que marca la real cMula respectiva conforme al
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principio de los limites coloniales, aceptado por loe estados de
la América del Sur.

Sintetizando lo dicho resulta: que si nos atenemos 4 loe
límites coloniales, ósea A tos que se derivan de la cédula de
creación de In Audiencia mencionada, el Ecuador es quien tie-
ne personería en el litigio: si estamos ti la que creó el primiti-
vo virreinato de Santa Fé, ventas que sus dominios tan sólo
llegaron á Pasto y no á la zona en disputa: y finalmente, te-
niendo en consideración la doctrina sostenida por Colombia,
de que no es el uti pos5idetis, sino los tratados celebrados,
ya tenernos visto que se llega ni mismo resultado de la falta
de título, no sólo para llamarse d'aefto de los terrenos litigio.
sos, sino hasta para.apersonarse en la controversia. Esto no
quiere decir que debe rehusares de un modo absoluto la discu-
sión con Colombia. porque aparte de que ello no es posible, lo
natural es examinar sus reclamos y controvertidos para ajar
el derecho de cada parte en armonía con lzsjusticia.

Debemos advertir aquí que la ley colombiana do 1824, no
puede Invocarse como prueba contra los derechos del Perú,
porque Colombia pudo decir y sostener no en una ley, sino en
muchas, que cedía territorios 6 que pertenecían al Ecuador
todos los departamentos peruanos. Ella ni es título legal. ni
obliga al PeriS, porque las afirmaciones de una de las partes
no son las pruebas pleitos que exige la ciencia jurídica para
el reconocimiento de un derecho y porque sólo obligan *1, los
Estados los tratados públicos que celebren. Sostener lo con-
trario ser-fa ir contra las prescripciones del derecho de gentes.

Nos atengamos fi las reales cédulas—que como sabemos
son deOcientes— 6 fila ley de 25 de junio de 1824, dada por
Colombia, y 4 los tratados do 1832 y 1856, tenemos que con-
venir que no apoyan las exigencias colombianas.

Al lado del cuaderno probatorio de la República hermana,
cuán notable contraste forma el nuestro, ahí donde se vé, iii.
con movible, esa real cédula de 15julio de 1802, creadora de
la Comandancia General y Gobierno de Mamas agregada ea
lo político, militar y eclesiastico al Perú.
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ifacen bien en llamarle, especialmete el Ecuador, "la ma-
ladada cédula" pues n para ellos algo indestructible que
no deja campo para que ene preteadidos derechos puedan ser
coronados con el laurel del triunfo en el juicio arbitral que te-
unos y en el cual el fallo será (4 reconocimiento del dominio
peruano A esas regiones, aunque la defensa contraria se pre-
sente ataviada con las hermosas galas de la elocueccia y del
ingenio de 1,! aura, figura sobresaliente en el Poro y en la Corte
de Madrid, porque ¡ajusticia tiene también su verbo elocuen-
tisimo que domina 6 Impone.



¿T.n.s. Ilsita eeis C.1.b1?

Tenemos 4 nó en mérito de todo lo dicho límites con Co.
lombia? Tiene esta'ueti6o dos aspectos. Si se reconoce por
Colombia, (o en el rallo arbitral que dé o! Rey de España en el
juicio Perú-ecuatoriano, sobre limites, como tiene que recono-
cerse, la validez y verdadero alcance jurídico de la cédula de
1802, tenemos que tener límites con Colombia, pues nuestros
dominios seextenderán hastael punto en que dejan de ser nave.
vegablee el Putumayo y Yspurá que penetran en territorio co-
loinhiano, pero no habrá litigio al respecto por la claridad con
que quedarán Cjadoe nuestros derechos.

Si no se reconoce ni por aquella, ni ene! fallo Indicado, lo
que no puede suceder, el valor de la cédula, es con el Ecuador
con quien lindaremos por el Amazonas, siendo esta nación con
la que Colombia discutirá su pretenclón á la sona del Pututna-
yo y Napo, para lo cual tienen celebrados dos tratados, el
de 18567 el de 1904 Andrade-Betancourt, por loe cuales so.
meten sus disputas al arbitraje, salvo el caso de que Colombia
adquiera por el fallo del árbitro dicha zona y quede en conse-
cuencia como limítrofe de! Perú.

Como no está resuelto todavía en el juicio arbitral pen-
diente, el alcance de la cédula, alcance que se reconocerá, de la
segregación real de %Lainas del Virreinato de Santa P47 su in-
corporación al Perú, lógico ha sido y es el proceder de nuestra
cancillería para litigar primero con €1 Ecuador el dominio de
loe extensos territorios que bañan los afluentes septentriona-
les del Amazona

En mérito del dominio que el Perú ejerce en el Pututus.-
yo ha aceptado le, intervención de la cancillería de Bogotá en
asuntos de límites y además como prueba de amistad al pue-
blo hermano.



Por esto es que en partejuzgamos aceptable d tratado de
arbitraje, que lo hemos estudiado en otro capítulo, firmado
últimamente en Bogotá, entre los micijatros de Colombia don
Clímaco Calderón y don Luis Tanco Argaez y nuestro plenipo-
tenciario doctor Serán Velarde. Por 41 se somete, corno tene-
mos visto,á arbitramento las reclamaciones sobre límites
aguardándose previamente el fallo del Rey de España en el li-
tigio cono¡ Ecuador,y el que según nuestro parecer resolverá
la cuestión conCotombia. Porque sise declaras) valor que pre
tendemos, y que efectivamente tiene la cédula de 1802, segnirá
siendo nuestro el Putumayo; y si nos es adversa la sentencia,
perderemos ésa hermosa y rica región, que pasará al poder
U Ecuador, con quien pleiteará después la cancillería de
Bogotá.



Nuestros titulo'.

No necesitamos entrar en extensas digreciones ni formu.
lar grandes alegatos para estudiar nuestros títulos tt ¡st re-
giones disputa-las: 1.0 porque ellos descansan en el tui posside.
tis de 1810, y en tal virtud en la real cédula de 3802; y 2.0
porque el alcance, la eficacia y su exacto cumplimiento de
esta cédula de 1802 están plenamente comprobados en el ale-
gato prtseutadoenl889 porel Dr. Don José Pardo y Barreda,
hoy Presidente de la República, al Rey de Eapai'ia,árbitro en el
juicio con el Ecuador.Si por lostratados y por la doctrina uni-
forme de ¡os paises latino nrnericanOs el principio de los Rail-
Les coloniales es la regla para delimitar fronteras; si confor-
me ¡teste principio son LOS actos regios del monarca Buipañol
expedidos hasta 1810 que importen segregación real, los que
deben tomarme en consideración; eitando entre ellos la cédula
tantas vi'ces mencionada que fiu de agregaci6n territorial y
perpétua;es evidente que con arreglo (i lo que ella dispone debe
resolverse nu p.strii controveraia con Colombia reconocihulose
nuestro derecho 4 los territorios en disputa.

El valor y alcance de la cAInla de 1802, están reconocidos
además, oficialmente por la Cancillería del Brasil, y hay un
erudito trabajo del Keñor María Miguel Lisboa, Ministro
Plenipotenciario ile aquel país, en Bogotá. en 1553, en el que
se refutan las 1iretennioue3 de Colociuhia 4 la zona Amazónica
del Putumayo y Yapnr%%,y donde se prueba la validez di' aquel
título peruano.

Dicha cédula, que es clarisirna, nos dA nl dominio absoluto
dala reglón del otro ¡asia del Amazonasyde ano caudnlososríos,
donde está el germen de una riqueza y de un progreso que se.
rán, algún día, aorprendenU?s. Esas r4gioues se convertirán en
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ulnporio (le grandeza, cuando el sopio 'le la civilización y el
trabajo del hombre dejen sentir su benéfica acción.

Esos exliul*rantes bosques decidirán del po'ler de nues-
tra Patria, quien con la influencia del tiempo y con la por-
severaltcia en la lucha para dominar los obstáculos que la na-
turaleza ofrece en esas dilatadas regiones vírgenes, podrá
ocupar y ocupará uno de loa primeros piieston en el concierto
universal de los pueblos.

lina vez que. conforme 4 derecho, se resuelva la controver.
sia.entoiiees nuesttras relaciones con los paise.4 0011 quienes liti-
gamos, tendrán una doble ha* para ser sólidas y duraderas,
la baso que dá lajusticia, cuando regula los actos de los hom-
bres y de los pueblos, y la base que dá la tranquilidad, conse-
cuencia del reinado de aquella.

En el porvenir, podemos confiar en que Be realice el gran
pensamiento que dominó las alboradas de la libertad sudame-
ricana y loe primeros pasos independientes de estas naciones
jóvenes; deformar una gran confederación, que sería el primer
caso en la vida de los pueblos y que ii.slumbraría con vívidos
resplandores las páginas todas de la Historia.

Con todo lo dicho, creo, señores catedráticos, que he bos-
quejado ligeramente la importante cuestión de nuestros lími-
ts con Colombia; qilu en este ti-abajo, no obstante su deficien-
cia, insuperable para mi, por carecer de dotes pana ello, pode-
mos apreciar ¡<)a incuestionables derechos del Perú en «eta
controversia, y esperar fundadamente en el triunfo, mientras
sen lajiisticia la norma de las relacionen 41)ciales.

Lima, 10 de Octubre de 1905.

Pablo Antonio RADA
V.9 13

ARIAS

NOTA.—La Facultad de Ciencias Políticas y Administrativas,
acordó la publicación de este trabajo en los Anales Universitarios.


